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En Colombia, la justicia transicional ha ido tomando fuerza durante los últimos 15 años 
como estrategia de paz y reconciliación que busca la verdad mediante el esclarecimiento 
de los crímenes cometidos por los actores de la guerra, a fin de que estos no queden en el 
olvido, castigar a los culpables evitando la impunidad, reparar a las víctimas y procurar la 
no repetición de los hechos violentos; sin embargo, la realidad ha demostrado que la 
satisfacción del derecho a la justicia y reparación simbólica es un sueño aún no cumplido 
para las mujeres sexualmente violentadas en el marco del conflicto armado, tal y como se 
sustentará a lo largo del presente artículo.  
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Abstract 
In Colombia, transitional justice has been taking force during the past 15 years, as a 
strategy for peace and reconciliation which seeks the truth by shedding light on the crimes 
committed by those involved in the war, for the purpose that they are not in the oblivion, 
punish the perpetrators avoiding impunity, repair the victims and to ensure the non-
recurrence of the violent acts; however, reality has shown that the satisfaction of the right 
to the you justice and symbolic reparation is a dream not yet fulfilled for women sexually 
abused in the context of the armed conflict, as it will be sustained throughout this article. 
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El conflicto armado colombiano que, según Fajardo (2014), Zubiría y Estrada (citados por 
Cantillo, 2015), se inició desde la década de 1920, especialmente en razón de la lucha por 
la tierra y la generalización paulatina de las masacres contra los seguidores de Jorge 
Eliécer Gaitán después del declinamiento de las políticas agrarias liberales, se agudizó 
con la guerra civil que impulsó el modelo agrario basado en la acumulación de tierras en 
manos de grandes terratenientes, en detrimento de la distribución de tierras a los 
campesinos provocando su rebelión y, posteriormente, según Giraldo-Ramírez (2015), con 
la ola revolucionaria en los años sesenta, las guerrillas emergentes de los setenta, el 
surgimiento de las “autodefensas, paramilitares y el auge del narcotráfico en la década de 
1980” (p. 3); estos factores aunados a la ausencia de respuestas efectivas a los problemas 
sociales por parte del Estado, la pobreza extrema de amplios grupos poblacionales y el 
desempleo, los cuales llevaron a los ciudadanos a unirse a los insurgentes con el fin de 
garantizar su subsistencia y la de sus familias, empeoraron la situación conflictiva del país 
en los años noventa.  
Este conflicto de gran complejidad y larga duración que, según el Centro Nacional de 
Memoria Histórica (2013), ha azotado la nación por más de sesenta años, siendo 
considerado uno de los más violentos de la región latinoamericana (del cual todavía 
persisten enfrentamientos en algunas regiones del país pese al Acuerdo de Paz firmado 
en 2016), no solo cobró miles de vidas y dejó millones de víctimas que hoy en día no se 
logran reincorporar a la sociedad en igualdad de condiciones ni superar sus múltiples 
daños y afectaciones, sino que generó graves consecuencias de tipo socioeconómico, 
político y cultural para el país, entre ellas el desplazamiento forzado de familias que, ante 
la evidente amenaza de perder sus vidas, abandonaron sus tierras, convirtiéndose en una 
de las grandes problemáticas sociales que hoy demanda atención urgente por parte de los 
gobiernos, tanto del ámbito nacional como departamental y municipal. 
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En el marco del conflicto armado colombiano se cometieron graves violaciones de los 
derechos humanos y crímenes de lesa humanidad, entre los cuales la Organización de las 
Naciones Unidas, ONU (2002) destaca la violencia sexual generalizada en contra de las 
mujeres que, ampliamente reconocida como “una de las armas de guerra más extendidas 
en los conflictos contemporáneos” (Villellas-Ariño, 2010, p. 5), fue utilizada por sus 
distintos actores (paramilitares, guerrilleros, ejército) para satisfacer sus instintos sexuales, 
castigarlas por pasar información a sus enemigos, garantizar su silencio y obligar a sus 
familias a abandonar sus parcelas y lograr el dominio territorial mediante actos atroces, 
como el acceso carnal violento, desnudo forzado, prostitución forzada, tocamientos, 
mutilación de senos o genitales, chantaje sexual, esterilización, embarazo y aborto 
forzados, entre muchos otros descritos por Amnistía Internacional (2004), actos que, 
además de afectar significativamente su dignidad e integridad moral, han originado 
consecuencias devastadoras en su salud física, mental, psicológica y reproductiva, en las 
relaciones de pareja o en sus proyectos de vida, sin descartar los impactos 
socioeconómicos que las han sumido en la pobreza extrema, todo esto ante el abandono 
por parte del Estado, la discriminación y revictimización por parte de la sociedad. 
Frente a la grave crisis generada por el conflicto armado en el país, los distintos gobiernos 
durante las últimas tres décadas intentaron buscar negociaciones con las guerrillas y 
grupos paramilitares sin que estas dieran resultados significativos ni desembocaran en 
reales acuerdos de paz, hasta que el 26 de septiembre de 2016, después de 11 intentos 
frustrados, se firmó el Acuerdo de Paz en Cartagena. 
En este contexto y desde mediados de la década del 2000, la justicia transicional se ha ido 
posicionando en el país como mecanismo orientado a restablecer la confianza de los 
ciudadanos en el sistema judicial, conllevando a un desarrollo normativo que, evidenciado 
con la expedición de varias leyes tales como la Ley de Justicia y Paz de 2005 y la Ley 
1448 de 2011, ha enfatizado en la satisfacción de los derechos de las víctimas del 
conflicto a la verdad, la justicia y la reparación, con el propósito de que los vejámenes 
cometidos contra ellas no caigan en el olvido o la impunidad, lo mismo que promover la no 
repetición de los hechos violentos, buscar el perdón, la reconciliación, la superación de los 
hechos pasados, el resarcimiento moral o material de los daños causados y la mitigación 
de su dolor mediante su reconocimiento público y su dignificación. No obstante, tal y como 
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lo demostró la exhaustiva revisión documental, la satisfacción del derecho a la justicia y la 
reparación simbólica continúan siendo un sueño aún no cumplido para las mujeres 
sexualmente violentadas por los actores de la guerra, hecho que se sustentará en el 
desarrollo del presente artículo. 
 
Aproximación histórica a la justicia transicional 
De acuerdo con Peña-Orozco (2014), en la posguerra de la Segunda Guerra Mundial, más 
conocida como guerra fría, que se mantuvo durante el período comprendido entre 1945-
1991, distintos países asiáticos, africanos, europeos y latinoamericanos acudieron a la 
justicia transicional la cual, aunque por esa época se centraba especialmente en imponer 
castigo a los autores de graves violaciones de derechos humanos, también evidenciaba la 
necesidad de apuntarle a la democracia, la paz y la reconciliación de las naciones; 
implicando para ello la armonización de los requerimientos de la justicia con dichos 
propósitos y, por supuesto, la superación de esa predominante tendencia ideológica de los 
modelos transicionales de lograr la construcción de “un sistema universal de justicia 
aplicable a todos los países” (Fundación Jorge Tadeo Lozano, 2013, citada por Peña-
Orozco, 2014, p. 9) y plantear mecanismos para aquellos ámbitos nacionales donde se 
mezclaban amnistías, indultos y juicios; conllevando además a pensar en estrategias 
alternativas que a futuro pudiesen impactar positivamente las transiciones políticas. 
En este sentido, ante las dificultades y contradicciones para aplicar la justicia, en tanto 
que, según la Fundación Jorge Tadeo Lozano (2013, citada por Peña-Orozco, 2014, p. 9), 
la posibilidad de juzgar a los autores de graves violaciones de derechos humanos no 
siempre era posible o recomendable, se requería entonces dar apertura a mecanismos 
que permitieran al menos revelar su responsabilidad, las características de dichos actos y 
las razones que los originaron, dando como resultado el surgimiento de las comisiones de 
verdad, entendidas como organismos oficiales orientados a la investigación, 
documentación y difusión de las vejaciones cometidas en el marco de los conflictos 
armados, así como la reformulación de la doctrina y aplicación de la justicia (pp. 9-10), 
incluyendo como requisito, para mantener la estabilidad del posconflicto, la inclusión de las 
víctimas quienes tendrían el derecho a la verdad, justicia, reparación y garantías de no 
repetición (p. 10); no obstante, aunque en la actualidad la satisfacción de tales derechos 
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son inherentes a la justicia transicional, el debate actual gira en torno a la tensión 
generada entre la posibilidad de lograr la paz y la verdadera capacidad fiscal, legal y 
política del Estado para satisfacerlos (p. 10). 
De acuerdo con la Fundación Jorge Tadeo Lozano (2013), las múltiples formas de 
violencia que con frecuencia se venían materializado a lo largo de los distintos países del 
mundo desde principios del nuevo milenio, la persistencia de los conflictos heredados del 
siglo pasado y las crisis políticas que solían presentarse, demostraron la necesidad de 
mantener la disponibilidad u operatividad de los diferentes mecanismos de justicia 
transicional, tal y como se reflejó al establecer los tratados de derechos humanos, el 
derecho internacional humanitario, la creación de la Corte Penal Internacional y la 
inclusión de esta temática en las normativas nacionales, en cuyo desarrollo se ha venido 
afianzando la responsabilidad estatal en la protección de esos derechos mundialmente 
predicados, al igual que de los derechos de las víctimas y victimarios tanto durante el 
conflicto como en el posconflicto, sin olvidar que, a pesar de estos avances, el equilibrio 
“entre justicia, verdad, paz y democracia, siempre dependerá de las condiciones 
específicas de cada caso en particular” (p. 17). Proceso este que ya se ha asumido en 
nuestro país, aunque aún no se evidencian resultados satisfactorios. 
La necesidad de asociar la justicia y reconciliación con la finalización de los conflictos y el 
fortalecimiento de la transición democrática en los países del mundo, logró su mayor 
consenso a mediados de la década del noventa en razón de la legitimidad de los derechos 
humanos alcanzada a partir de los esfuerzos activistas de organizaciones no 
gubernamentales tanto a nivel internacional como local, y de los compromisos jurídicos 
adquiridos por los Estados frente a su defensa y protección, los cuales se han ido 
extendiendo paulatinamente hasta el punto de que muchos países ya adoptaron 
estrategias de justicia transicional propias que, de hecho, han incluido “procesos penales 
contra los perpetradores de alta y baja jerarquía” (International Human Rights Law 
Institute, “Chicago Council on Global Affaire”, “Istituto Superiore Internazionale di Scienze 
Criminali” y la “Association Internationale de Droit Pénal”, 2007, p. 9), reformas 




En los posconflictos se presume que se debe alcanzar un equilibrio entre la paz, la justicia 
y reconciliación; sin embargo, según el International Human Rights Law Institute et al. 
(2007), lograr dicho propósito resulta muy complejo, pues dar fin a las hostilidades, 
establecer la paz, responder a las necesidades de las víctimas y garantizar la rendición de 
cuentas por parte de los perpetradores de violaciones a los derechos humanos, sobre todo 
cuando estos son agentes del Estado, suele ser un proceso difícil y frágil que implica 
largas negociaciones; en efecto, se requiere que la justicia transicional sea asumida con 
un compromiso serio y desde un enfoque diferencial. 
Incluso más si no perdemos de vista que, en cuanto a lo relacionado con las secuelas de 
los conflictos, las naciones además de enfrentar graves problemas tales como una 
“estructura colapsada, inseguridad, persistencia de grupos armados, población 
traumatizada, una economía devastada, la pobreza endémica y un gobierno de transición 
con recursos limitados” (p. 11), suelen proteger a los perpetradores mediante la impunidad 
institucionalizada e ignorar los reclamos de las víctimas en torno a su rendición de 
cuentas, sacrificando también su derecho a que se les haga justicia por los delitos del 
pasado a cambio de lograr negociaciones para dar fin a los conflictos, situación esta que, 
en Colombia, ya se evidencia plenamente. 
En síntesis, como lo afirma Valencia-Villa (2005), la justicia transicional se traduce en un 
conjunto de mecanismos jurídicos y prácticas asociadas al proceso político, mediante el 
cual “una sociedad ajusta cuentas con su pasado de violencia y hace justicia a las víctimas 
de una dictadura, una guerra civil o una crisis comparable, con el propósito de avanzar o 
retornar a la plena normalidad democrática” (p. 8), siendo su fin primordial el logro de la 
paz que, según la Corte Constitucional Colombiana (2006), ha sido aceptada como “un 
propósito colectivo nacional e internacional” que no solo implica “ausencia de conflictos o 
enfrentamientos violentos (núcleo mínimo)”, sino “armonía social proveniente del pleno 
cumplimiento de los mandatos de optimización contenidos en las normas de Derechos 
Humanos (desarrollo máximo)”, la “atenuación de los rigores de la guerra, y la 
humanización de las situaciones de conflicto” (Sentencia C-370 de 2006). 
La paz entonces, según Muñoz-Murillo (2013), es un concepto que incluyendo tanto la paz 
positiva como la negativa es de adopción necesaria en países que pretendan trascender 
hacia la implementación de mecanismos de justicia transicional, con el fin de optimizar la 
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justicia y garantizar la protección de los derechos humanos en cumplimiento de las 
obligaciones adquiridas al adoptar distintos tratados internacionales, y por tanto se puede 
interpretar como una construcción consciente y colectiva que requiere la voluntad de todos 
los ciudadanos para fortalecerla constantemente desde los espacios cotidianos con el 
objetivo de que esta sea sostenible y duradera. 
En otras palabras, tanto la población civil como los gobiernos de naciones en transición y 
su institucionalidad, deben aunar y coordinar sus esfuerzos para lograr un mejoramiento 
sustancial de las estrategias de justicia transicional a fin de satisfacer los derechos de las 
víctimas a la verdad, la justicia, la reparación y no repetición de los hechos, pues aunque 
los crímenes de lesa humanidad y las graves violaciones a los derechos humanos en el 
marco de los conflictos armados nunca serán totalmente reparados, las acciones 
orientadas a combatir el olvido y la impunidad, procurar la erradicación de actos de 
discriminación o exclusión social, rehabilitar, reconocer, dignificar e incorporar a las 
víctimas a la sociedad en igualdad de condiciones, son medidas que de una u otra forma 
mitigarán su dolor y repararán los daños causados, brindándoles además la oportunidad 
de superar el pasado y comenzar de nuevo. 
 
La justicia transicional en Colombia 
Según el Centro Internacional para la Justicia Transicional, ICTJ (2013), aunque la justicia 
transicional en el país aún no constituye un modelo integral y del todo coherente, sí es un 
proceso en continuo desarrollo que, a partir de mediados del nuevo milenio (cuando el 
Gobierno nacional logró que parte de las Autodefensas Unidas de Colombia, AUC se 
desmovilizaran) hasta el momento actual, ha generado la expedición de distintas leyes, el 
diseño de políticas públicas e implementación de distintos mecanismos para satisfacer los 
derechos de las víctimas del conflicto a la verdad, la justicia y la reparación, tales como: 
investigación de los hechos por parte de los operadores de la justicia penal, penalización 
de excombatientes a raíz de las graves violaciones a los derechos humanos, concesión de 
beneficios a cambio de la confesión de sus crímenes o su colaboración en el 
esclarecimiento de los hechos, reparación material (indemnización económica) de los 
daños causados, memoria histórica, medidas de satisfacción, entre ellas la rehabilitación, 
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y medidas simbólicas tales como las disculpas y solicitudes públicas de perdón o 
declaración pública de no repetición de los hechos, las cuales, aunque son de voluntario 
cumplimiento, también deben ser impulsadas desde la decisión judicial. 
Igualmente, desde 2012 se inició en Colombia un proceso de transformación política y 
social que marcó un hito histórico de gran trascendencia en el campo de la paz debido a 
que, según Niño-López (2016), se iniciaron “los diálogos entre el Gobierno Nacional y las 
FARC” con el propósito de lograr acuerdos que pudiesen contribuir a finalizar el conflicto 
armado interno y construir la paz a lo largo del territorio nacional. Estos acuerdos, 
desarrollados en La Habana (Cuba), se fundamentaron en los siete “Principios de Chicago 
sobre Justicia Transicional”, los cuales fueron plasmados en un documento producto de “la 
experiencia internacional en la terminación de conflictos” (p. 146), donde se especifican las 
directrices para diseñar y aplicar políticas orientadas a enfrentar las atrocidades del 
pasado. 
Dichos principios los enuncia Niño-López (2016) de la siguiente forma: 1. Investigación, 
procuración de la justicia (p. 150); 2. Búsqueda de la verdad e investigaciones por los 
delitos del pasado (p. 153); 3. Derecho de las víctimas, recursos y reparaciones (p. 158); 
4. Vetting, inhabilidades, sanciones y medidas administrativas (p. 162); 5. 
Conmemoración, educación y preservación de la memoria histórica (p. 167); 6. Enfoque de 
acceso a la justicia y reparaciones a grupos indígenas o religiosos (p. 172); 7. La reforma 
institucional y el gobierno eficaz (p. 175). 
En especial, en el principio 6 se aborda el enfoque diferencial que, según Niño-López 
(2016), en el contexto de los acuerdos de La Habana fue establecido desde una 
perspectiva de género, incluyendo además la diversidad sexual en reconocimiento a los 
derechos de la comunidad LGTB (lesbianas, gais, transexuales, bisexuales e 
intersexuales), quienes ha dado la lucha para que se aprueben leyes que les garanticen su 
derecho a vivir en sociedad sin ninguna discriminación y cuya participación, por primera 
vez en el proceso de paz, representa un hecho histórico en el país por su trascendencia 
en la inclusión de esta población en el diseño de políticas de atención y reparación a las 
víctimas sexualmente violentadas en el marco del conflicto armado, de acuerdo a sus 
necesidades particulares; aunque en el momento actual dicho enfoque aún no ha sido 
considerado en el Programa de Protección a Víctimas y Testigos de la Fiscalía, pues “el 
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tratamiento otorgado por los agentes encargados de realizar los estudios de riesgo, resulta 
poco adecuado para las víctimas de violencia sexual” (Corporación Sisma Mujer, 2011, p. 
12), y porque aún persisten “algunos estereotipos de género y patrones discriminatorios 
que sirven como escudo para dar conceptos negativos a las solicitudes de protección” (p. 
12). 
En la actualidad, la justicia transicional ha tomado fuerza en el país a partir de la 
expedición de la Ley 1448 de 2011 (ampliamente reconocida como Ley de Víctimas y 
Restitución de Tierras) y de algunos decretos que integran en su redacción los ya 
mencionados principios de Chicago, dando centralidad y prioridad a las víctimas del 
conflicto en tanto han sido las más afectadas por las violaciones de derechos humanos y 
crímenes de lesa humanidad cometidos por los distintos actores de la guerra (ejército, 
guerrillas y paramilitares), obviamente, sin excluir el deber del Estado en la promoción y 
protección de los derechos humanos de toda la población. 
De otra parte, y tomando en cuenta los planteamientos de Márquez-Cárdenas (2007), 
quien reconoce que la justicia retributiva está basada en el castigo, especialmente 
mediante la imposición de la pena privativa de la libertad sin ninguna posibilidad de 
participación activa “de las víctimas, su familia o la comunidad” (p. 204), que al ser 
deficiente e inequitativa alienta a los ciudadanos a ejercer justicia por su propia mano 
como una forma de “saciar la sed de venganza, emoción fuertemente arraigada en los 
seres humanos” (Carvajal-Prado, 2010, p. 18), también admite que la justicia transicional 
desempeña un papel fundamental en la promoción de prácticas orientadas a brindar cierto 
nivel de satisfacción a las víctimas de la violencia, en este caso, de aquellas que han 
sufrido graves violaciones de sus derechos humanos o han perdido la vida en el marco del 
conflicto armado, con el fin de estimular la capacidad de adoptar formas pacíficas para 
resolver las controversias, también inherente a la naturaleza humana. 
Sin perder de vista lo anterior, la finalidad de la justicia transicional, según Botero-Salazar 
(2016), “debe garantizar la verdad, justicia, reparación y no repetición”, y para lograr estos 
fines, “la Corte Internacional de Derechos Humanos, la Corte Penal Internacional y el 
Derecho Internacional Humanitario” (p. 2), consolidaron los aspectos que la deben integrar 
para facilitar la búsqueda de estrategias que permitan el desarrollo armónico de las 
medidas orientadas a brindar tales garantías, así: 
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Las acciones penales orientadas al análisis de “sanciones alternativas a los castigos 
ordinarios” propios de la justicia retributiva, que se aplicarán a los victimarios; las formas 
de reparación para resarcir los distintos tipos de daños causados a las víctimas; las 
comisiones de verdad encargadas de impulsar a los actores de la guerra a “confesar sus 
crímenes” e informar a los familiares del paradero de sus seres queridos que perdieron la 
vida en medio del conflicto, y la reforma institucional mediante la cual el Estado debe 
inducir a los actores que se acogieron a los acuerdos a entregar las armas, confesar sus 
delitos, decir la verdad, incorporarse a la vida civil y reparar a las víctimas, entre muchas 
otras acciones que expresen su voluntad para hacer efectiva la paz en el país (Botero-
Salazar, 2016, p. 3). 
Para el Estado la reforma institucional implica iniciar programas de reparación que 
contribuyan a compensar los daños materiales o morales mediante medidas simbólicas o 
de tipo económico. Otro componente de la justicia transicional es la justicia de género, que 
implica esfuerzos “para combatir la impunidad de la violencia sexual y de género”, (ICTJ, 
2013, p. 1) asegurando en especial el acceso de las mujeres a los programas de 
reparación en igualdad de condiciones ( p. 1). 
En el contexto del proceso de transición hacia la paz, se creó en Colombia la Ley de 
Víctimas y Restitución de Tierras (Ley 1448 de 2011) la cual, según Molano-Aponte 
(2011), pretende “reconocer la titularidad de los derechos a la verdad, justicia y reparación 
que les asiste” (p. 3), así como su reintegración económica y social con el ánimo de 
contribuir a saldar la deuda moral que tiene con ellas el país, sentando además las bases 
para la implementación de la política pública de atención y reparación integral de forma 
diferenciada de acuerdo con sus características particulares. Por ello, tanto “la aplicación 
de una justicia eficiente y oportuna, como la implementación de mecanismos de justicia 
transicional que allanen el camino hacia la reconciliación” (p. 3), son mecanismos 
indispensables para consolidar la paz en el país y garantizar los derechos de las víctimas. 
 
 
La Ley de Víctimas, entonces, marcó un hito histórico de gran trascendencia en la defensa 
y garantía de los derechos humanos en Colombia en tanto, como lo afirma Molano-Aponte 
(2011), estuvo ceñida a los estándares internacionales y fue producto del consenso social 
como una normativa incluyente, viable y responsable; en todo caso, la Ley de Víctimas se 
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convirtió en la gran esperanza para “el logro de la reconciliación nacional y la prosperidad 
para todos” (p. 4), pues su aplicación no solo constituye un primer paso hacia la 
reconciliación, implicando la coordinación de esfuerzos que conduzcan a “la readaptación 
de las víctimas y sus familiares, la reconstrucción de las capacidades de agencia de los 
individuos, la reelaboración de los hechos, la regeneración de la confianza y el 
restablecimiento del tejido social” (p. 4), sino que materializa el deber del Estado de 
reparar a las víctimas de violaciones de los derechos humanos, sintetizado en cinco 
grupos de obligaciones específicas, como son: restitución, indemnización, rehabilitación, 
satisfacción y garantías de no repetición (Valencia-Villa, 2005, p. 11). 
Estas medidas, según se predica en la Ley 1448 de 2011, deben ser implementadas “en 
sus dimensiones individual, colectiva, material, moral y simbólica. Cada una de estas 
medidas será implementada a favor de la víctima dependiendo de la vulneración en sus 
derechos y las características del hecho victimizante” (artículo 25).  
No obstante, en lo que se refiere específicamente al derecho a la justicia y reparación 
simbólica predicado tanto por la justicia transicional y la Ley de Victimas y Restitución de 
Tierras, su satisfacción es un sueño aún no cumplido al menos para las mujeres víctimas 
de violencia sexual en el marco del conflicto armado colombiano, tal y como se expone a 
continuación. 
   
El derecho a la justicia 
De acuerdo con Afanador-Ulloa (2006), la crisis del sistema penal colombiano, el cual se 
centraba en la imposición de medidas especialmente de carácter punitivo o retributivo para 
castigar las distintas manifestaciones de la delincuencia común, sin considerar a la víctima 
y el daño causado, dio origen a “un novedoso concepto de justicia” (p. 5) como es la 
restaurativa, la cual, casi a la par con la justicia transicional, se ha ido consolidando en las 
políticas del Estado como mecanismo para enfrentar los vacíos, deficiencias y falencias 
del derecho penal, con fines de trascender el mero castigo de quienes delinquían (en la 
medida en que este no contribuía a su resocialización),“hacia su reincorporación a la 
comunidad, el restablecimiento de los lazos sociales y la convivencia pacífica”; (p. 5) 
considerando además “el sufrimiento de la víctima, sus necesidades de reparación integral 
12 
 
y la restauración de su dignidad” (p. 5). Para Üprimny-Yepes y Saffón (2005), el propósito 
de la justicia restaurativa se enfoca en “el futuro y no en el pasado” y supera la tendencia a 
evaluar “la culpa del ofensor”, para asumir “la búsqueda de mecanismos orientados a su 
concientización “acerca del daño que causó, reconocer su responsabilidad e intentar 
reparar ese daño” (p. 218). 
Desde esta perspectiva, se infiere la relación de complementariedad entre la justicia 
transicional y la restaurativa debido a que, como lo afirma Afanador-Ulloa (2006), mientras 
que en la primera las amnistías e indultos solo se conceden a los actores del conflicto que 
hayan incurrido en “leves infracciones al Derecho Internacional humanitario”, los castigos 
se aplican a quienes cometieron “crímenes de guerra o delitos de lesa humanidad”, 
aunque estos pueden ser flexibles si contribuyen “eficazmente a realizar los derechos de 
las víctimas a la verdad, justicia y reparación” (p. 11); en este contexto de transición los 
mecanismos de justicia restaurativa serían “adicionales al castigo” para facilitarle a los 
victimarios que cumplan con su responsabilidad de rendir cuentas a la sociedad, evitando 
que el control social quede olvidado al final del conflicto ante su desmovilización. 
Asimismo, para analizar la satisfacción del derecho a la justicia de las mujeres víctimas de 
violencia sexual en el marco del conflicto, es necesario entender que en nuestra sociedad 
esta deviene de la llamada “violencia cultural” que, como “sistema de representaciones” 
predominante en una sociedad, “legitima la violencia directa como recurso para resolver 
los conflictos” (Carvajal-Prado, 2010, p. 14).  
En efecto, como se interpreta en lo expresado por Villellas-Ariño (2010), la violencia del 
conflicto armado constituye prácticamente una extensión de la violencia culturalmente 
enraizada en la sociedad patriarcal que, al cosificar a la mujer, afirmó la idea de 
superioridad de la condición masculina sobre la femenina, implicando de hecho el control 
sobre su cuerpo, lo cual explica por qué la violación es el hecho máximo del patriarcado 
ejercido por los hombres en razón de su supuesto derecho de poseer y utilizar a la mujer 
“como objeto de placer y destrucción” (p. 8), convirtiéndose, al igual que las demás formas 
de violencia sexual, en una poderosa arma de guerra por cuanto mediante esta se logra su 
sometimiento a raíz del terror que le genera el ser abusada sexualmente. 
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Ampliando lo expuesto, esta ideología se arraigó de tal forma en las sociedades pasadas 
que se fue transmitiendo de generación en generación y, en la actualidad, pese a los 
esfuerzos de las organizaciones internacionales, de los movimientos feministas, los 
tratados internacionales para erradicar la violencia contra las mujeres, la promoción y 
protección de sus derechos y los compromisos adquiridos al respecto por los gobiernos de 
distintos países, aún persiste en las sociedades de hoy; Colombia no es ajena a la cultura 
patriarcal y, por ello, dado que la violencia sexual es considerada un delito de lesa 
humanidad, requiriendo tanto del castigo propio de la justicia transicional y de medidas 
restaurativas adicionales, las posibilidades de que las mujeres sexualmente violentadas en 
el marco del conflicto puedan validar su derecho a la justicia, son cada vez más lejanas, 
por las siguientes razones: 
Según Hernández (2010), las mujeres generalmente luchan por la reivindicación de sus 
derechos vulnerados en un marco de impunidad, ya que los operadores de justicia suelen 
omitir las investigaciones de los delitos sexuales cometidos por los actores de la guerra, y 
partes importantes de las investigaciones no son suficientes y efectivas para establecer la 
responsabilidad de los perpetradores, conllevando a la repetición de los hechos. 
Para la Corporación Casa de la Mujer Colombia, Consejería en Proyectos; Colectiva 
“Actoras de Cambio” de Guatemala y DEMUS (2010), “la estigmatización y re-victimización 
de las mujeres víctimas de violencia sexual, enraizada en históricos patrones culturales 
propios de la sociedad patriarcal”, que han acentuado los imaginarios sobre este tipo de 
violencia como “un hecho indeseable pero no necesariamente punible” (p. 19), no solo ha 
fomentado su invisibilidad en el marco del conflicto armado sino que ha influido en la 
concepción de los funcionarios judiciales, quienes insisten en asumirla como una 
infracción menor, obstaculizando la investigación de los delitos sexuales y su 
judicialización; de hecho, los altos niveles de impunidad han evidenciado un mínimo 
“cumplimiento de los estándares nacionales e internacionales en materia de protección de 
los derechos de las mujeres por parte del Estado colombiano”; por lo cual se vislumbra 
muy lejana la posibilidad de que las violaciones a su integridad sexual sean catalogadas 
como “violaciones a los derechos humanos y no como delitos comunes” (p. 22). 
Al respecto, Sánchez-Lucumí y Oliveros-Ortiz (2014) afirman que “la violencia contra las 
mujeres responde a la historia y consolidación de los estereotipos que han relegado y 
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discriminado el ejercicio pleno de los derechos para las mismas” (p. 173); y según la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos, CIDH (2006, citada por Sánchez-Lucumí 
& Oliveros-Ortiz, p. 178), “la mujer como víctima del conflicto armado tiene una múltiple 
victimización (…) como esposa o compañera, como hija, como madre y siempre como 
mujer, como víctima directa y colateral”, lo cual ha perpetuado, al menos en Colombia, la 
discriminación y violencia a la que ha sido sometida por el solo hecho de ser mujer. 
Estos patrones socioculturales, según Barraza-Morelle y Guzmán (2008), han incidido 
significativamente para que las mujeres por miedo, vergüenza o simplemente por no 
considerarse a sí mismas como víctimas, ni asimilar la violencia sexual como un delito o 
violación de sus derechos humanos, no denuncien las atrocidades contra ellas cometidas 
en medio del conflicto, aumentando así su invisibilidad; además, “la persistencia de 
patrones y estereotipos de género en las decisiones judiciales, no sólo conlleva a la 
impunidad de estos crímenes, sino que propicia la violencia contra las mujeres y deja 
intactas las estructuras de histórica desigualdad y discriminación” (Corporación Sisma 
Mujer, 2011, p. 17). 
De hecho, según Caballero-Samper y Chaparro-Hernández (2015), el predominio de la 
cultura patriarcal al interior de las instituciones del sistema de justicia, aunado a la escasa 
o nula capacitación de los operadores judiciales para atender efectivamente las denuncias 
de las víctimas sexualmente violentadas en el marco del conflicto, que conllevó a omitir la 
investigación de los hechos con fines de establecer la responsabilidad de los 
perpetradores e imponer el castigo correspondiente, desmotivó la denuncia de las 
mujeres, en tanto muchas de ellas manifestaron que, además de haber sido revictimizadas 
en los estrados judiciales y revivir su sufrimiento con la continua repetición de las formas 
como fueron abusadas, fueron ridiculizadas y culpadas de lo sucedido por los funcionarios 
públicos, quienes también colocaron en duda sus testimonios, exigiéndoles gran cantidad 
de trámites y pruebas contundentes de los hechos pasados.  
Todos estos factores y la posibilidad de recibir la indemnización económica evitando 
largos procesos judiciales que no garantizan la satisfacción del derecho de las víctimas a 
la verdad, justicia y reparación, las llevó a no continuar con los procesos penales en contra 
de sus victimarios, cuyos delitos sexuales finalmente han quedado en la impunidad, lo cual 
se evidencia claramente en los pocos casos juzgados en Colombia y la centralidad que se 
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le ha otorgado a la violación sexual, desconociendo las demás modalidades de violencia 
sexual, tales como el aborto y prostitución forzados, la servidumbre sexual o la mutilación 
de órganos genitales, entre muchas otras vejaciones. 
 
El derecho a la reparación simbólica 
 
Entre las medidas de satisfacción establecidas por Ley 1448 de 2011, que según el 
Subcomité Técnico de Medidas de Satisfacción (2011) se traducen en aquellas de carácter 
general, bien sean “materiales e inmateriales que contribuyen al logro de una reparación 
más amplia que apunta a ejercer acciones sobre los daños irreparables” (p. 6), incluyen 
medidas de tipo simbólico que pretenden dignificar a las víctimas, transformar los sentidos, 
alcances e interpretaciones que tradicionalmente se han construido en torno “a los hechos 
victimizantes, transformando su significado y posibles justificaciones sobre los hechos 
ocurridos” (p. 6). 
En efecto, e insistiendo en los postulados del Subcomité Técnico de Medidas de 
Satisfacción (2011), como no es posible lograr una reparación plena mediante medidas 
materiales en lo que se refiere al restablecimiento de “las condiciones en que se 
encontraban las víctimas antes de la ocurrencia de los hechos” (p. 14), la reparación 
simbólica, entonces, se orienta a comprender “las dimensiones irreparables de la 
violencia”(14), asegurar la preservación de la memoria histórica, la no repetición de los 
hechos victimizantes, la aceptación pública de los delitos, las solicitudes de perdón público 
y el restablecimiento de la dignidad de las víctimas, incluyendo la reconstrucción del tejido 
social referido en el Decreto 4800 de 2011, mediante “actos de reconocimiento público de 
responsabilidades, a la desestigmatización de las víctimas y su enaltecimiento” (p. 14).  
No obstante, aunque la ONU las ha enmarcado en la denominación general de medidas 
de satisfacción, las medidas de carácter simbólico, según Vera-Piñeros (2008), agrupan 
sus diferentes modalidades en tres dimensiones: moral, judicial y memorial, en las que 
se incluye la conmemoración material que se puede orientar bien sea a las víctimas o a los 
hechos violentos y escenarios donde estos se cometieron, aunque su propósito se centra 
en lograr el equilibrio entre la verdad histórica (los hechos sucedidos y los protagonistas, 
víctimas-victimarios) y todas aquellas acciones que puedan impulsar la reconciliación y 
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superación del pasado mediante la cicatrización de sus heridas; también hacen parte de 
estas medidas la asignación de nombres particulares a los espacios donde sucedieron los 
hechos o denominar programas o políticas públicas enfocadas en la desvictimización, 
utilizando el nombre de las víctimas. 
La reparación simbólica, por tanto, se puede entender como toda actividad que se realice 
a favor de las víctimas o comunidades (individual o colectivamente), que se oriente a 
garantizar la preservación de la memoria histórica, la no repetición de los hechos 
victimizantes, la aceptación pública de los hechos, las solicitudes de perdón público y el 
restablecimiento de la dignidad de las víctimas con fines de mitigar su dolor, buscar la 
reconciliación entre víctimas y victimarios, superar el pasado, compensar los daños 
morales, conmemorar a sus seres queridos desaparecidos o que perdieron su vida en 
medio del conflicto mediante el levantamiento de monumentos, instalación de placas, 
retornos simbólicos a los lugares donde ocurrieron los hechos, la entrega de la carta de 
dignificación y eventos artísticos (pintura, fotografía, teatro, etc.), entre muchas otras 
acciones referidas en distintas normativas y documentos nacionales e internacionales, 
cuya implementación debe ser promovida a nivel de las localidades y, obviamente, desde 
la decisión judicial para complementar la sanción penal a los perpetradores de violaciones 
a los derechos humanos. 
En razón de lo anterior, el factor fundamental para la implementación de las medidas 
simbólicas es la participación de todas las víctimas que se pretenden reparar con el 
objetivo de que estas respondan efectivamente a sus expectativas y evitar caer en la 
asignación de símbolos a priori que puedan generarles la sensación de estar siendo 
revictimizadas, o llevarlas a interpretarlos como una ridiculización u ofensa si no está 
directamente vinculado con el duelo o el daño recibido, haciendo que pierda su efecto 
reparador (País Real, 2010, La participación evita nuevos agravios, párr. 1), este blog 
además considera que “la reparación simbólica sólo tiene sentido si ésta implica una 
transformación radical en la forma como la víctima es tratada por el Estado en todos los 
escenarios y no solamente en el momento de una conmemoración” (País Real, 2010, La 
participación evita nuevos agravios, párr. 2), es decir, que este tipo de reparación, sobre 
todo en el contexto de las diligencias inherentes a los procesos de verdad, justicia y 
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reparación, implica que las víctimas sean tratadas con respeto, apoyadas y escuchadas 
sin discriminarlas, ridiculizarlas o revictimizarlas, como suele suceder. 
Infortunadamente, la satisfacción del derecho a la reparación simbólica de las mujeres 
sexualmente violentadas en el marco del conflicto, aún no se hace realidad en nuestro 
país, pues como son pocos los casos donde los victimarios han sido investigados y 
condenados, las medidas simbólicas han quedado relegadas a un segundo plano y en la 
mayoría de las ocasiones se han reducido a la carta de dignificación en los procesos 
colectivos de reparación, donde esta medida generalmente acompaña la entrega de la 
indemnización económica. 
Además, explica País Real (2010), algunas organizaciones sociales y de víctimas han 
alertado a la ciudadanía sobre supuestas reparaciones simbólicas realizadas por 
victimarios desmovilizados que narran sus delitos y atrocidades cometidos contra las 
mujeres en medio del conflicto desde una perspectiva exclusivamente justificante de los 
hechos, convirtiendo su distorsionado relato en una gran ofensa para las víctimas; lo cual 
evidencia la imprescindible intervención del Estado para regular la verdad y proteger su 
derecho a que los hechos relatados sean absolutamente ciertos. 
En cuanto al derecho a la verdad, el cual se ha intentado validar mediante la construcción 
de la memoria histórica que de hecho ha sido hasta hoy la medida de reparación simbólica 
más implementada en Colombia como, según Rincón (2010), uno de los mecanismos no 
judiciales que complementa la función y deber de investigación del Estado, aunque en 
ningún momento reemplaza la justicia penal, civil o administrativa (p. 58), es claro que esta 
verdad presenta una vulnerabilidad extrema, especialmente en el caso de las mujeres 
sexualmente violentadas en el marco del conflicto, en tanto no solo está obstaculizada por 
el silencio de las víctimas en razón del miedo que experimentan a revelar las atrocidades 
vividas en el pasado, debido a que sus testimonios o relatos suelen ser colocados en duda 
por quienes “tienen la posibilidad y el poder de revisar la historia” (p. 54), sino porque con 
frecuencia los perpetradores niegan los hechos y, además, son privilegiados al otorgarles 
mayor credibilidad; lo cual se agudiza por el temor a ser estigmatizadas en el seno de sus 
familias y en la misma sociedad, donde aún priman las interpretaciones patriarcales 
orientadas a culparlas, estigmatizarlas y revictimizarlas, acentuando con ello su exclusión 
social y discriminación. 
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Al respecto, Gómez-Botero (2018) afirma que dada la escasa participación de las mujeres 
sexualmente violentadas en el marco del conflicto en las experiencias de reconstrucción 
de la memoria histórica, comparada con las inmensurables cifras de víctimas reportadas 
especialmente en los departamentos con mayores índices de violencia sexual (Antioquia, 
Bolívar, Magdalena, Nariño y Putumayo), y el marcado subregistro de esta población, se 
puede inferir que esta medida simbólica no ha sido tan efectiva como aparentemente se 
ha pretendido mostrar en el país; más bien refleja la invisibilidad de cientos de mujeres 
que cargan con las huellas imborrables de su pasado sin posibilidades de hacer conocer 
su verdad para superar lo vivido y asumir su propia bandera en defensa de su derecho a la 
reparación integral. Lo anterior corrobora las afirmaciones de la Unidad para la Atención y 
Reparación Integral a las Víctimas que, según el Decreto 1480 de 2014, reconoció la 
existencia de elementos suficientes para sustentar que “las cifras sobre violencia sexual 
contra mujeres en el marco del conflicto armado, evidencian un subregistro atribuible, 
entre otros factores, al miedo a denunciar y a que esta violencia se subsume en otros 
delitos, como el desplazamiento forzado” (p. 2). 
Igualmente, como lo afirma Rueda-Arenas (2013), aunque la memoria de las víctimas 
debe tener un carácter altruista, estos procesos han sido utilizados por varios países más 
como un mecanismo para conservar su imagen a nivel internacional que para “esclarecer 
la verdad, aplicar la justicia a los victimarios y reparar adecuadamente a las víctimas” (p. 
38), tal y como ha ocurrido en Colombia “donde las iniciativas que valoran la memoria de 
las víctimas han sido escasas y en muchas ocasiones coordinadas por una razón 
utilitarista” (p. 38); prueba de ello es que la mayoría de las experiencias de memoria 
histórica con las mujeres sexualmente violentadas en medio del conflicto se han centrado 
en recopilar, mediante los testimonios de las víctimas, especificaciones sobre los hechos 
ocurridos y sus impactos psicosociales, físicos o morales, sexuales o reproductivos, 
limitando esta medida a una práctica casi exclusiva de recordación; factores estos que, 
aunque constituyen objetivos primarios de esta medida, de plano dejan de lado los 
espacios propicios para la reflexión sobre su futuro y la identificación de acciones que les 
permitan reconstruir su proyecto de vida y las acciones para evitar que los hechos 




En todo caso, esta generalidad de las construcciones sobre las vivencias reales de las 
víctimas, que según Gómez-Botero (2018) evidencian “más bien la reproducción de su 
dolor y la revictimización de las afectadas sin dejar espacio para la reflexión sobre las 
potencialidades y alternativas que ellas visualizan como posibilidades para transformar sus 
vidas” (p. 131), demuestran que el desarrollo de la memoria histórica es aún incipiente en 
el territorio colombiano, pues los informes de las comisiones de verdad no dan cuenta de 
hechos concretos, donde al menos las mujeres sexualmente violentadas por los actores 
de la guerra reflejen “cambios significativos en sus sentires, emociones, actitudes o 
percepciones” (p. 130), se hayan apropiado de “los patrones culturales históricamente 
establecidos” (p. 132) como factores determinantes de las múltiples violencias que las han 
victimizado, o de la necesidad de combatirlas como parte de su nuevo proyecto de vida; 
desde esta perspectiva se vislumbra, por el contrario, que ellas continuarán en un estado 
de resignación, transversado por el trauma, el dolor, el estigma, la discriminación y 
exclusión social, perpetuando la cultura patriarcal en el país. 
 
En síntesis, si, como lo afirma Rincón (2010), los principios contra la impunidad no solo 
“buscan proteger la verdad de las víctimas” (p. 55) en torno a las vejaciones y atrocidades 
que las victimizaron y “los sufrimientos por ellas padecidos” (p. 55) sino también la verdad 
de las causas y factores que generaron que dichas violaciones a los derechos humanos se 
cometieran en medio del conflicto, es evidente que el deber de recordar que tiene el 
Estado es aún una obligación de débil cumplimiento en la sociedad colombiana y, por 
tanto, “la justa expectativa de las víctimas” (CDIH, citada por Rincón, 2010, p. 55) es un 
derecho que aún está muy lejos de ser alcanzado por miles de mujeres sexualmente 
violentadas por los actores de la guerra, en la medida en que cada vez están más 
olvidadas por la acción estatal, pues ni siquiera los gobiernos locales se han apropiado de 
su obligación de promover la memoria histórica como medida de reparación simbólica. 
 
 
En consecuencia, como lo está demostrando la realidad actual, la justicia y la reparación 
simbólica no se pueden considerar derechos cuya satisfacción se esté garantizando a las 
mujeres víctimas de violencia sexual en el marco del conflicto armado, pues aunque este 
fenómeno se ha reconocido plenamente en nuestro país y las organizaciones de mujeres 
intentan cada vez darle mayor visibilidad, la investigación de los hechos para esclarecer la 
verdad de lo sucedido, el establecimiento de la responsabilidad de los culpables y su 
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castigo, tanto mediante la imposición de penas retributivas como de medidas simbólicas, 
perecen haber quedado en el olvido, pues recientemente no se conocen reportes de 
excombatientes penalizados y tampoco los medios masivos de comunicación han dado 
cuenta de actos simbólicos en los que ellos reconozcan las atrocidades cometidas contra 
las mujeres, muestren su arrepentimiento, soliciten sus disculpas a la sociedad y 
manifiesten la promesa de no repetición de los hechos, como una muestra de su voluntad 
para lograr la reconciliación y la paz duradera pretendida por la justicia transicional. 
Por el contrario, más bien se escuchan a diario las noticias sobre la muerte de los líderes y 
defensores de los derechos humanos, las cuales dejan muchas dudas sobre la 
responsabilidad que en esos asesinatos pueda tener el ejército o los demás actores que 
participaron en la guerra; hecho que aunado a la ausencia de medidas efectivas para 
prevenir la violencia contra las mujeres en el posconflicto y garantizar la protección de sus 
derechos, en cumplimiento del deber que obliga al Estado de acatar sus compromisos 
adquiridos con los diferentes tratados internacionales orientados a prevenir la violencia de 
género, produce también una gran incertidumbre en torno a la amenaza que representa la 
ineficacia del sistema judicial al no garantizar la satisfacción de los derechos de las 
víctimas del conflicto a la justicia, verdad y reparación predicada por la justicia transicional, 
para evitar que en un futuro cercano se inicie un nuevo conflicto armado quizás de 
mayores dimensiones que aquel que azotó por tantas décadas el territorio colombiano. 
 
A manera de conclusión 
 
Aunque a partir de 2005 se vienen implementando en Colombia medidas de justicia 
transicional, las cuales se han consolidado con mayor fuerza a partir de la Ley 1448 de 
2011 con el propósito de garantizar el derecho a la verdad, justicia y reparación de las 
víctimas del conflicto armado, y para que las mujeres sexualmente violentadas por los 
actores de la guerra efectivamente gocen de la satisfacción de estos derechos, es un 
sueño todavía no cumplido, además de ser un designio cada vez más lejano que parece 
haber quedado en el olvido. Haciendo un balance provisorio se evidencia más bien un 
retroceso en su implementación, pues la reparación se traduce solo en la indemnización 
económica, desestimulado de este modo la denuncia de las víctimas quienes, ante las 
escasas posibilidades de triunfar en los estrados judiciales en razón de la complejidad de 
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la tramitología, la revictimización, ridiculización, exigencia de pruebas, escasa credibilidad 
otorgada a sus testimonios en favor de los victimarios por parte de los operadores de la 
justicia, agregada a la extrema pobreza en la que suelen vivir, prefieren ser indemnizadas 
antes que interponer o continuar con la denuncia. 
Igualmente, el temor que las embarga a ser culpadas por los hechos sucedidos, 
estigmatizadas, revictimizadas, discriminadas y excluidas por una sociedad donde se ha 
perpetuado la histórica cultura patriarcal, incide para que ellas decidan no participar en las 
experiencias de reconstrucción de memoria histórica, prefiriendo mantener en la total 
invisibilidad las múltiples violencias que las han victimizado; y quienes han participado en 
estos procesos aportando sus narraciones y testimonios, no evidencian una verdadera 
superación de su pasado o cambios significativos en sus emociones y actitudes para 
iniciar de nuevo con esperanzas de salir adelante sino que, contrariamente, refieren cómo 
sus relatos reproducen su dolor y sufrimiento. Estos aspectos, sumados a la falta de 
voluntad demostrada por los excombatientes para confesar sus delitos en el marco de los 
procesos penales o de reconocerlos públicamente, solicitar el perdón y ofrecer la disculpa 
pública, fuera del carácter voluntario de estas medidas, reflejan con claridad la 
inefectividad e ineficacia de las medidas de reparación simbólica para dignificar a las 
víctimas y mitigar su dolor. 
En otras palabras, es claro que ante la falta de voluntad de los operadores de justicia para 
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